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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

   
       SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, marzo diecisiete de dos mil nueve
Expediente 66682-31-03-001-2008-00058-01
Acta Nro. 104 de marzo 17 de 2009
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto del 24 de octubre de 2008, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro del incidente promovido por Andrés Felipe Osorio este proceso ordinario que Sandra Patricia Duque Chica le sigue a Juan Carlos Martínez Rojas. 
ANTECEDENTES
Cursa en el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal el proceso ordinario tendiente a la declaratoria de una unión marital de hecho y su consecuente sociedad patrimonial, propuesto por Sandra Patricia Duque Chica contra Juan Carlos Martínez Rojas. Allí, por solicitud de la demandante se decretaron unas medidas cautelares de embargo y secuestro que recayeron sobre varios bienes, entre ellos, los vehículos de placas LLD-684 y OVD-567, denunciados como de propiedad del demandado.
Inscritas las órdenes de embargo (f. 27 y 30, cuaderno de copias), acudió al proceso Andrés Felipe Osorio para pedir, por medio de apoderado, que mediante trámite incidental se levantaran dichos embargos ya que él había adquirido previamente, mediante documento privado, los referidos automotores y es su actual poseedor y tenedor.
Para atender su petición, dijo el Juzgado en auto del 1° de julio de 2008 (f. 52, cuaderno de copias) que una vez regresara el despacho comisorio librado para hacer efectivo el secuestro de los bienes le daría impulso al incidente; sin embargo, la secretaría dejó constancia de que tales exhortos no habían sido elaborados.  Con esta información, procedió la funcionaria a “darle el trámite respectivo al incidente de levantamiento de embargo y secuestro…” y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 687-8 y 678 inciso 2º del C.P.C. le ordenó prestar caución; allegada la calificó como suficiente y del escrito ordenó correr traslado a las partes para que se pronunciaran, vencido el cual abrió a pruebas el incidente.
Antes de la práctica de las pruebas el apoderado judicial de la demandante le pidió que se abstuviera de continuar con ese trámite porque los bienes no habían sido aún secuestrados; a ello replicó el juzgado diciendo que el artículo 687 del C.P.C. es norma de carácter general que se aplica a toda diligencia de embargo o secuestro y “contempla varias hipótesis en las cuales luego de haber sido perfeccionada una de dichas medidas o las dos, es del caso dejarla sin efecto, por diversas situaciones que se presentan en el curso del proceso…”; que en este caso el secuestro de bienes es autónomo y por lo tanto no era necesaria su práctica para iniciar el incidente, si bien lo pretendido, es el levantamiento del embargo, no del secuestro. Por ello denegó lo pedido.
Después de recaudar las pruebas decidió, por auto del 24 de octubre de 2008, decretar el levantamiento de la medida de embargo que pesa sobre los vehículos arriba relacionados y oficiar a las autoridades respectivas para que procedieran a la inscripción pertinente.
La parte demandante mostró su desacuerdo y apeló la decisión. En esta sede sustentó el recurso señalando que los bienes denunciados en primera instancia, entre ellos los automotores de placas LLD-684 y OVD-567 están matriculados a nombre del demandado Juan Carlos Martínez Rojas; así que lo que pretende demostrar Andrés Felipe Osorio es su calidad de poseedor, lo que en estricto sentido no pudo haber hecho porque en el proceso no se ha practicado la diligencia de secuestro.
Por su parte el incidentista se pronunció diciendo que la decisión del juzgado debe ser confirmada ya que él adquirió los vehículos en mención, sólo que el traspaso no se pudo realizar debido a que estaban embargados por cuenta de este proceso, pero quedó claro que es él quien detenta la posesión de los mismos.
Ahora es oportuno resolver, previas estas

CONSIDERACIONES 

Para comenzar hay que destacar dos cosas: (i) que es un desatino interpretar que el artículo 687 del estatuto procesal civil se refiere indistintamente en todos los casos al embargo y al secuestro de bienes y (ii) que el presente es un proceso ordinario regido, en lo atinente a las medidas cautelares, por el artículo 690 del mismo código. 

En cuanto a lo primero, ello no es así; algunos de los casos señalados en el artículo 687 tocan con ambas medidas, otros con el embargo y algunos más con el secuestro, individualmente considerados. 
Pudiera decirse que si hay embargo y secuestro en un proceso a ambos les resultan aplicables los numerales 1, 2, 3 parcialmente, 4, 5 y 6; entre tanto, el numeral 7º aplica sólo al embargo para evitar que se someta a esa medida un bien del que no es titular aquella persona contra quien se profiere; y el 8º sólo aplica al secuestro de bienes. No es sino leer su contenido:
“Si un tercero poseedor que no opuso a la práctica de la diligencia de secuestro, solicita al juez del conocimiento, dentro de los veinte días siguientes, que se declare que tenía la posesión material del bien al tiempo en que aquella se practicó, y obtiene decisión favorable. La solicitud se tramitará como incidente, en el cual el solicitante deberá probar su posesión.”

…

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará igualmente al tercero poseedor que se opuso a la diligencia de secuestro, pero no estuvo representado por apoderado judicial. …”
  



Como se ve, esta parte de la norma toca de manera exclusiva con el secuestro de bienes, no con el embargo. Y precisamente concuerda con el artículo 686 del mismo estatuto que señala cómo debe procederse cuando un tercero se opone a la diligencia de secuestro en el momento mismo de su práctica. Son, pues, dos cosas: la oposición inmediata y el trámite incidental posterior cuando aquella no se dio o la propuso un poseedor a nombre propio sin representación judicial.
  



Pero en ambos casos, no hay duda, el supuesto es el mismo: que se haya adelantado la diligencia de secuestro.
  



Tan evidente es esto que el mismo artículo 686 en su parágrafo 3º señala que si como consecuencia de la oposición se levanta el secuestro (no el embargo), la parte demandante puede expresar dentro del término que allí se señala que persigue los derechos que el ejecutado tenga en ellos y si no lo hace se levanta el embargo, siempre que se trate de bienes sujetos a registro, porque si no lo son, levantado el secuestro, automáticamente se levanta el embargo por una elemental razón que consiste en que respecto de los bienes muebles no sujetos a registro el embargo se consuma mediante el secuestro, hechas las salvedades de que trata el numeral 3º del artículo 681 del C.P.C.
  



Si esto es así, y los bienes embargados en el proceso son vehículos automotores, sujetos por ello a registro siguiendo las pautas de la actual legislación, tanto que el juzgado ordenó primero esa medida, el secuestro de ellos es complementario, de manera que aun levantándose éste, como se indicó, subsistirá aquél, en tanto quien pidió la medida insista en perseguir los derechos que sobre el bien tenga el demandado.

  



Por eso para la Sala la providencia recurrida presenta un desenfoque por partida doble: por un lado, porque sin haber dispuesto la práctica del secuestro, no obstante que se había ordenado, se inició un trámite incidental que sólo es posible en la medida en que tal diligencia se hubiese llevado a cabo, como en su momento lo advirtió el asesor judicial de la parte actora y lo reitera en la sustentación de su recurso.
  



Y por el otro, porque tramitado el incidente, suponiendo que fuera del caso hacerlo porque ya se hubiera secuestrado el bien, no puede automáticamente levantarse el embargo cuando éste está sujeto a registro, pues en tal evento, se repite, es preciso dejar a salvo los derechos del demandado en el bien para que quien pidió la medida pueda perseguirlos. 
  



Ahora bien. Más allá del anterior planteamiento, que académicamente vendría al caso para un proceso de diversa naturaleza al que nos ocupa y que impediría avalar lo resuelto en primera sede, es necesario abordar el segundo de los aspectos inicialmente resaltados, que hasta ahora no ha sido tenido en cuenta por el juzgado y tampoco por las partes. Este guarda relación con las medidas cautelares procedentes en los procesos ordinarios.  

   



Partiendo de la interpretación de que en los procesos en los que se solicita la declaración de una sociedad patrimonial de hecho está involucrada una universalidad de bienes y por ello es viable acudir a las cautelas que ofrece el artículo 690 del C. de P. Civil, es lo cierto que ellas son restringidas, porque en unos eventos sólo procede el registro de la demanda, en otros el registro y el secuestro, en algunos más sólo el secuestro y en pocos casos el embargo y el secuestro. 

   



Mas el embargo está reservado a ciertos procesos en los que se debate la responsabilidad extracontractual y se ha obtenido sentencia favorable, que no es el caso de ahora. Así se lee en las reglas 6ª, en concordancia con el artículo 146 del Código Nacional de Tránsito, y 8ª de aquella norma.
   



En esta materia juega la especificidad o taxatividad en cuanto sólo puede la parte pedir, y el juez decretar, las medidas cautelares que la misma ley permite y, se insiste, para los procesos ordinarios en general, no está enlistado como tal el embargo de bienes, salvo en esos dos eventos. 
   



Puestas las cosas de este modo, debe la Sala prohijar la decisión que se revisa, pero no porque ella se ajuste a los parámetros planteados por la funcionaria de primera instancia en sus consideraciones, sino porque en este tipo de procesos, se insiste, no se permite el embargo de bienes, situación que tendrá que valorar el juzgado en su momento respecto de los demás que fueron objeto de la medida.

No habrá condena en costas en esta instancia, por cuanto la decisión obedece a razones muy diferentes a las que sirvieron de soporte al recurso. 
  



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA, pero por diversas razones el auto proferido el 24 de octubre de 2008 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro del incidente promovido por Andrés Felipe Osorio, este proceso ordinario que Sandra Patricia Duque Chica le sigue a Juan Carlos Martínez Rojas. 

Sin costas. 
   



Notifíquese 





Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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